PAGE  
- 2 -


[image: image1.wmf]CONSEJO PERMANENTE

OEA/Ser.G

CP/doc. 3780/03
29 agosto 2003
Original:  español
INFORME DEL RELATOR ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
EN CUMPLIMIENTO DE LA RESOLUCIÓN AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03)
Este documento se distribuye a las misiones permanentes y será
presentado al Consejo Permanente de la Organización.

.

http://scm.oas.org/pdfs/2003/cp11742s.pdf
RELATORÍA ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN*
1889 F Street, N.W.,  Washington, D.C.  20006 – Tel: (202) 458-3796 – Fax: (202) 458-6215

INFORME DEL RELATOR ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, EDUARDO A. BERTONI, SOLICITADO POR EL CONSEJO PERMANENTE  EN CUMPLIMIENTO 

DE LA RESOLUCIÓN AG-RES. 1932 (XXXIII-O/03) 

1.- Introducción
El presente informe resumirá algunos aspectos generales sobre el acceso a la información pública que la Relatoría considera pueden ser útiles como marco de referencia para el Consejo Permanente a fin de llevar adelante las actividades en cumplimiento del mandato encomendado por la resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03). Con el mismo objetivo, en segundo término se reseñan ciertas actividades pasadas, presentes y futuras que desarrolla la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión en clara demostración de la importancia que le otorga al acceso a la información pública en las sociedades democráticas. Este documento finaliza con algunas sugerencias sobre actividades que podría realizar el Consejo Permanente en función de lo encomendado por la resolución citada más arriba.

2.- Acceso a la información pública: aspectos generales

A fin de garantizar de manera adecuada el derecho de los ciudadanos de acceder a la información, debe entenderse en toda su profundidad y amplitud el marco teórico de este derecho. Garantizar el acceso del público a la información en poder del Estado no es sólo un instrumento práctico que fortalece la democracia y promueve la justicia en el ámbito socio-económico, sino que es también un derecho humano protegido por el derecho internacional. Además de una sólida fundamentación conceptual, un régimen de acceso a la información que se adecue a lo dispuesto en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 exige contar con una compleja estructura legal y reglamentaria cuyos elementos fundamentales serán considerados más adelante.

 

El acceso a la información es considerado comúnmente como un instrumento práctico y su valor se extiende a la promoción de los más importantes objetivos en las Américas, incluyendo la existencia de democracias efectivas y transparentes, el respeto por los derechos humanos, la presencia de mercados económicos estables y la justicia en el ámbito socioeconómico. Es importante tener en cuenta, asimismo, que el acceso a la información que se encuentra bajo el control del Estado está también legalmente protegido como un derecho humano en el Sistema Interamericano. Un Estado debe reconocer todos estos factores a fin de conceder suficiente énfasis y urgencia a las actividades tendientes a proporcionar las adecuadas garantías al ejercicio de ese derecho. 

Es ampliamente reconocido que sin el acceso del público a la información en poder del Estado, no pueden realizarse plenamente los beneficios que se derivan de un clima de libertad de expresión. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que “el mismo concepto de orden público reclama que, dentro de una sociedad democrática, se garanticen las mayores posibilidades de circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto”.
 El acceso a la información en poder del Estado también es necesario para prevenir los abusos contra los derechos humanos por parte de los agentes del gobierno y para garantizar la existencia de recursos efectivos. Algunas instituciones internacionales explican que, dado el papel que juega el acceso a la información en el mejoramiento de los flujos de información, la existencia de regímenes crecientemente abiertos puede beneficiar a la economía mundial; “dado que mejores flujos de información pueden perfeccionar la asignación de recursos, ellos ayudarían a reducir la volatilidad financiera mundial y las crisis”.
 Tal como se indica en el Informe sobre la Libertad de Expresión y Pobreza de 2002 de la Oficina del Relator Especial, el acceso a la información es también un instrumento fundamental en el alivio de la injusticia en el ámbito socioeconómico.
  

A pesar de que estas justificaciones pragmáticas son conocidas, es importante reconocer que el acceso a la información es también un derecho humano protegido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En el artículo 13.1 de esta Convención, el derecho a la libertad de expresión e información “comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.  Es claro que, a partir de la formulación de este artículo, se reconoce el derecho a “buscar” información pero alguien podría argumentar que ello no incluye la obligación positiva, por parte del Estado, de proporcionar la información que está siendo buscada libremente. Sin embargo, dada una interpretación exacta de la categoría de derechos que están protegidos por la Convención Americana y empleando las formas tradicionales de interpretación de los tratados en derecho internacional, resulta claro que el acceso a la información es un derecho humano protegido por la Convención Americana.

 

A fin de interpretar correctamente el artículo 13.1 de la Convención Americana, se debe considerar un frecuente malentendido sobre la naturaleza de los derechos reconocidos por este instrumento internacional. En el pasado prevalecía la idea de que existían derechos “positivos” y “negativos”, lo cual podría conducir a considerar que el acceso a la información no se encuentra protegido por el artículo 13.1 de la Convención Americana. Esta división de categorías de derechos considera a los derechos positivos como aquellos que exigen una acción y no una omisión y, por lo tanto, que su concreción depende de la existencia de recursos suficientes que permitan la satisfacción de ellos.
 Esta idea parece asentarse en un concepto particular sobre la naturaleza de los derechos humanos. Algunos han argumentado que “si algo es imposible de ser realizado, resulta absurdo denominarlo un derecho”.
 Esta concepción podría conducir a considerar que el derecho a la libertad de expresión es sólo razonable en la medida en que él exige a los gobiernos abstenerse de suprimir activamente las formas de expresión.

 

Esta distinción entre derechos “positivos” y “negativos” plantea dos problemas. El primero de ellos es que la idea que presupone sobre la naturaleza de los derechos no encuentra sustento en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que establece que “los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de un determinado Estado sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana”.
 El segundo problema es que el gobierno está siempre obligado a adoptar medidas positivas para asegurar que las personas puedan ejercer adecuadamente sus derechos fundamentales. En su interpretación del artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Corte Interamericana estipula que “la segunda obligación de los Estados es la de ‘garantizar’ el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de una manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención ...”
 De allí que la dicotomía que algunos emplean para distinguir entre derechos humanos “positivos” y “negativos” no sea un recurso adecuado. 

 

Los recientes desarrollos ocurridos en el ámbito del derecho internacional ponen de manifiesto la existencia de un amplio consenso que rechaza la división de los derechos humanos fundamentales en categorías limitadas y pone de manifiesto el importante papel que desempeña el acceso a la información. Si bien en no todos los países ni en todas las organizaciones internacionales se fundamenta el derecho al acceso a la información bajo el control del Estado en la libertad de expresión, existe un creciente consenso que los gobiernos tienen la obligación de proporcionar la información en su poder a sus ciudadanos ya que este derecho forma un conjunto interdependiente con otros derechos.
 Al referirse al consenso existente en el ámbito internacional sobre el acceso a la información, es interesante notar que el derecho al acceso a la información en poder del Estado es reconocido de manera más explícita en el sistema interamericano que en el europeo. El artículo 10 de la Convención Europea no incluye el derecho a “buscar” información. A pesar de la diferencia, sin embargo, la Corte Europea ha considerado en dos casos recientes que las personas tienen el derecho al acceso a la información que exista en los archivos del Estado, fundamentándolo en el derecho a la privacidad de la vida familiar en lugar de hacerlo en la libertad de expresión.
 Contrasta con ello el artículo 13 de la Convención Americana, que protege de manera explícita “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole” (énfasis agregado). Dado que el derecho a recibir información debería impedir que las autoridades públicas interrumpieran el flujo de información hacia los individuos, el término buscar implicaría, por lógica, un derecho adicional.

 

Si bien resultan útiles las comparaciones realizadas con otros instrumentos internacionales, existen otras estrategias legales, más concretas, para llegar a tal interpretación de la Convención Americana. Así, el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (en adelante, la Convención de Viena) establece que “Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin”. Aclara la Convención de Viena que “el contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo que se refiera al tratado  y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado; b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado”.
  En este marco, es importante notar el Preámbulo y el artículo 29 de la Convención Americana que enfatiza escoger la interpretación menos restrictiva posible y la importancia fundamental concedida a la democracia representativa. Estas referencias contextuales indican que una interpretación del término “buscar” que sea congruente con la protección del derecho al acceso a la información en poder del Estado resulta apropiada. 

 

La Convención de Viena ofrece también otros instrumentos que hacen que este resultado sea aún más claro.
 El artículo 31.3.b de este instrumento establece que “Juntamente con el contexto habrá de tenerse en cuenta ... toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado”. En el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las interpretaciones relevantes son aquellas realizadas por la Corte y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos. La Comisión ha interpretado sin ambigüedades que el artículo 13 incluye el derecho de acceder a la información en poder del Estado y la jurisprudencia de la Corte parece apoyar este análisis. 

 

En su opinión consultiva del 13 de noviembre de 1985, la Corte Interamericana expresó lo siguiente:

 

“... quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino de buscar y recibir y difundir información e ideas de toda índole ... la libertad de expresión  ... requiere, por un lado, que nadie sea menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por lo tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno."
 
 

La Comisión Interamericana ha reconocido que “el derecho de acceder libremente a la información existente en los archivos y documentos en poder del Estado es una de las garantías fundamentales de la democracia constitucional por cuanto asegura a la vez la participación de la ciudadanía en la discusión y decisión de los asuntos comunes, y la transparencia de las actuaciones estatales”.
 La Comisión Interamericana ha aprobado, asimismo, la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, publicada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. En tal Declaración, el cuarto principio reza:
“El acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos. Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas.” 
 

Aun cuando se cuente con un adecuado sustento teórico que postule que el acceso a la información es un derecho humano, elaborar un régimen para llevar a la práctica el ejercicio de ese derecho es algo mucho más complejo que declarar, simplemente, que el público debe tener acceso a la información en poder del Estado. Existen características legislativas y procesales específicas que deben ser incluidas en un régimen de este tipo, entre las cuales se cuentan las siguientes: establecer el principio de máxima apertura de la información, la presunción de publicidad respecto a reuniones y documentos claves, definiciones amplias sobre el tipo de información que es accesible, plazos y costos razonables, revisión independiente de los rechazos de las solicitudes de información, sanciones por no cumplir con proporcionar la información solicitada y un procedimiento adecuado para establecer las excepciones. Aun contando con todas estas condiciones, una ley sobre el acceso a la información nunca será exitosa si no existe una decidida voluntad política de implementarla, junto con una activa participación de la sociedad civil.

 

El fundamento de cualquier ley de acceso a la información efectiva es la presunción que toda la información en poder de los organismos públicos debe ser accesible, lo cual es conocido a veces como el “principio de máxima apertura de la información”.
 Resulta obvio que la información que se encuentra en poder de las autoridades públicas no ha sido obtenida para su propio beneficio sino para el de la población en su conjunto.
 Los nuevos regímenes de acceso a la información necesitarán promover abiertamente este principio de la máxima apertura de la información, a través de la divulgación de la información sobre el derecho al acceso a la información, sus alcances y los procedimientos para ponerlos en práctica. También es muy importante la capacitación del personal de los órganos del Estado y precisar cómo se deben mantener los archivos y acceder a ellos de manera eficiente, así como a relevar la importancia de contar con un régimen legal de protección al acceso a la información.

 

Otro elemento esencial para llevar a la práctica el derecho al acceso a la información es la presunción de publicidad con respecto a ciertas funciones gubernamentales importantes.  En primer lugar, debe existir la presunción de que todas las reuniones de los órganos gobernantes son abiertas al público, incluyendo los procedimientos administrativos, las audiencias de los tribunales y los procedimientos legislativos. Las reuniones podrán ser cerradas al público de conformidad con procedimientos establecidos, cuando exista una adecuada justificación y la decisión se haga pública.
 En segundo lugar, los organismos públicos deben presumir que están obligados a publicar toda información clave, incluyendo la información operativa, los tipos de información que el órgano tiene en su poder, todas las solicitudes y el contenido de cualquier decisión o política que afecte al público, junto con las razones de tal decisión y la documentación de apoyo.
  

 

El derecho al acceso a la información que consagra la Convención Americana contiene de manera implícita una concepción amplia del término “información” y los Estados deben velar porque tal concepto quede reflejado en las leyes que adopten. El público debería tener acceso a todos los archivos existentes en un organismo público, independientemente de la fuente de la información o de la fecha en que fue obtenida. Además, el término “información” comprende todo tipo de sistema de archivo o de obtención de la información, incluyendo los documentos, películas, microfichas, videos, fotografías u otros.

 

El costo de ubicar cierta información y luego obtener copia de ella puede ser alto para ciertos tipos de solicitudes. Por ello, las leyes de acceso a la información deben incluir disposiciones referidas al cobro de estipendios razonables a quienes solicitan la información. Debe notarse, sin embargo, que el costo de acceder a la información no debe ser discrecional ya que no debe ser nunca tan alto como para desalentar a los potenciales solicitantes. Algunos Estados distinguen entre las solicitudes comerciales y las solicitudes de interés público o privado para enmarcar este problema.
 

 

Las leyes de acceso a la información deben establecer también plazos razonables pero estrictos y deberán requerir a los Estados que respondan de manera oportuna. A fin de no colocar una carga indebida en los organismos públicos, algunas leyes establecen un período corto en el cual el Estado debe acusar recibo a la solicitud de información y luego conceden varias semanas más para responder al fondo de la solicitud. Las solicitudes deben ser procesadas con prontitud, en el orden en que fueron presentadas, excepto cuando el solicitante indique que exista una necesidad urgente de contar con la información solicitada, en cuyo caso los documentos deben ser proporcionados de manera inmediata.
 

 

Todo régimen adecuado de acceso a la información debe consagrar también el derecho de las personas a apelar las decisiones que denieguen la información solicitada. El órgano encargado de revisar esas apelaciones debe ser un órgano administrativo independiente y estar compuesto de personas independientes. Tales personas deben reunir estándares de competencia establecidos y regirse por estrictas normas sobre conflicto de intereses. Estos órganos administrativos deberían contar con facultades de investigar cualquier apelación a fin de rechazarla u ordenar al organismo involucrado que proporcione la información solicitada. Cuando el órgano administrativo adopte una decisión negativa para una de las partes, tanto el solicitante como el órgano público deben poder apelar la decisión ante los tribunales de justicia.

 

Además de estos recursos, debe existir un sistema de sanciones para el caso en que el organismo público no cumpla con la ley. El órgano administrativo independiente que interviene en las apelaciones debería tener la facultad de imponer multas a los organismos públicos cuando interpongan obstáculos en la obtención de la información. También debería tener la capacidad de referir ciertos casos a los tribunales si durante los procedimientos surgiera evidencia de alguna actividad delictiva.

 

El derecho al acceso a la información en poder del Estado está sometido a ciertas excepciones ya que existen objetivos legítimos del Estado que podrían ser afectados si se publicara cierta información particularmente sensible. En la Convención Americana, las restricciones deben estar expresamente definidas en la ley y “ser necesarias para asegurar: a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.
 Cuando uno de estos criterios es utilizado para justificar una restricción a proporcionar información en poder del Estado, la carga de la prueba corresponde a éste a fin de demostrar que la restricción es compatible con los estándares establecidos por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.
 Al invocar estos criterios, el gobierno debe demostrar que la información responde estrictamente a los siguientes tres aspectos:

 

1. la información solicitada debe relacionarse con un objetivo legítimo establecido por ley;

2. su publicidad debe amenazar con provocar un daño sustancial a ese objetivo; y 

3. el daño al objetivo debe ser mayor que el interés del público de contar con la información.

 

Finalmente, y quizá lo más importante de destacar, es que un régimen de acceso a la información efectivo depende de la voluntad política necesaria para ponerlo en práctica. Debe existir la voluntad de asignar los recursos públicos para establecer el órgano independiente de apelación y para desarrollar los programas educacionales para informar al público. Los funcionarios públicos deben estar dispuestos a ajustar sus prácticas cotidianas a fin de reflejar una cultura de transparencia. La sociedad civil debe estar en disposición y capacidad de construir sobre el derecho al acceso a la información a fin de favorecer el interés público. Las ONGs y los ciudadanos individuales pueden lograr ese objetivo participando en el debate que se produce alrededor de la elaboración, implementación y utilización de las leyes que garantizan el acceso a la información así como a través del empleo de estas leyes para participar más plenamente en sus sociedades democráticas.
3.- Acceso a la Información Pública: un tema prioritario para la Relatoría Especial Para la Libertad de Expresión.

 

3.i.- Actividades realizadas

 

En cumplimiento con la resolución AG-RES. 1894 (XXXII-O/02), la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión presentó ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos
 un documento donde se ponía de manifiesto algunos de los temas que a juicio de la Relatoría resultan prioritarios para ser tenidos en cuenta a la hora de analizar las acciones a seguir para garantizar y afianzar el derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Uno de los temas prioritarios incluidos en ese documento se relaciona con el derecho de acceso a la información pública. 

 

Como dijimos en esa oportunidad y resaltamos más arriba el derecho de acceso a la información es prioritario no sólo desde un punto de vista teórico, sino que lo es también desde una perspectiva eminentemente pragmática: el efectivo ejercicio de este derecho contribuye a combatir la corrupción, que es uno de los factores que puede afectar seriamente la estabilidad de las democracias en los países del hemisferio. La falta de transparencia en los actos del Estado ha distorsionado los sistemas económicos y contribuido a la desintegración social. La corrupción ha sido identificada por la Organización de los Estados Americanos como un problema que requiere una atención especial en las Américas.  Durante la Tercera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron la necesidad de reforzar la lucha contra la corrupción puesto que ésta "menoscaba valores democráticos básicos representando una amenaza a la estabilidad política y al crecimiento económico". Asimismo, en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre se promueve la necesidad de apoyar iniciativas que permitan una mayor transparencia para asegurar la protección del interés público e impulsar a los gobiernos a que utilicen sus recursos efectivamente en función del beneficio colectivo.
  La corrupción sólo puede ser adecuadamente combatida a través de una combinación de esfuerzos dirigidos a elevar el nivel de transparencia de los actos del gobierno.
 La transparencia de los actos del gobierno puede ser incrementada a través de la creación de un régimen legal que permita que la sociedad tenga acceso a información. 

 

Por las razones apuntadas, este derecho es un requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia.  En un sistema democrático representativo y participativo, la ciudadanía ejerce sus derechos constitucionales de participación política, votación, educación y asociación entre otros, a través de una amplia libertad de expresión y de un libre acceso a información.  Además la publicidad de la información permite que el ciudadano pueda controlar la gestión pública, no sólo por medio de una constatación de los mismos con la ley, que los gobernantes han jurado cumplir, sino también ejerciendo el derecho de petición y de obtener una transparente rendición de cuentas.

 

En consecuencia con lo expuesto, la Relatoría ha recomendado e impulsado a que los Estados miembros incorporen dentro de su normativa jurídica leyes de acceso a información y mecanismos efectivos para su ejercicio eficiente, habilitando a la sociedad en su conjunto a efectuar opiniones reflexivas o razonables sobre las políticas y acciones tanto estatales como privadas que los afectan.

 

Resulta importante destacar que la Asamblea General de los Estados Americanos haya aprobado en su última sesión la resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03); esta resolución pone de relieve la importancia que se le otorga al acceso a la información como principio de participación y fiscalización de la sociedad. 

 

La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión quiere aportar para la consideración del Consejo Permanente de la OEA algunos de los trabajos efectuados por la oficina con relación a esta temática:

 

· En el Informe Anual correspondiente al año 1999, se incorporó como anexo una serie de principios elaborados por la Organización No Gubernamental Article XIX.
 
 

· En el Informe Anual de la Relatoría Especial correspondiente al año 2001 se incluyó un capítulo especial sobre este derecho.
  

 

· En el “Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos”, la Relatoría participó en la elaboración del Capítulo relativo al derecho a la libertad de expresión; una parte de ese capítulo está dedicado al acceso a la información.

 

· En el Informe Anual correspondiente al año 2002, el tema relativo al acceso a la información fue tratado en el capítulo sobre “Libertad de Expresión y Pobreza”.

 

· También la Relatoría ha prestado colaboración en la redacción de los Principios de Lima, que pueden ser tenidos en cuenta a la hora de abordar estos temas.
 
 

3.ii.- Actividades  de la Relatoría en curso de ejecución

 

La resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03) dispone en el resolutorio 6 “[e]ncomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que, a través de la Relatoría para la Libertad de Expresión, continúe incluyendo en su Informe Anual, un informe sobre el acceso a la información pública en la región”. En cumplimiento de este mandato, la Relatoría se encuentra elaborando una actualización del informe citado más arriba
 referido a la situación del acceso a la información en los países del hemisferio. A  tal efecto, durante el mes de julio de 2003, se han cursado cartas a las Misiones Permanentes de los Estados miembros ante la OEA con el fin de contar con la mayor información. Conjuntamente con las cartas se adjuntó un cuestionario que trata de actualizar la información referente a la legislación, jurisprudencia y prácticas existentes en los Estados miembros.
 

 

Además, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión y el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), se encuentran efectuando un estudio dirigido a desarrollar herramientas y estrategias que permitan aumentar el acceso a la información judicial en distintos países del hemisferio Americano. Ambas oficinas de la Organización de los Estados Americanos reconocen la importancia que el acceso a la información y la transparencia de los actos de gobierno tienen en el fortalecimiento y la estabilidad de la democracia. La finalización del estudio está prevista para el segundo semestre de 2004.

 

Finalmente, en cumplimiento del mandato de la Relatoría
, desde que comenzó sus funciones en noviembre de 1998, la oficina ha llevado adelante tareas de promoción y difusión orientadas principalmente a la participación en foros internacionales y al asesoramiento a los Estados en proyectos de ley relacionados con la libertad de expresión y el acceso a la información. Estas actividades tuvieron como principales objetivos crear conciencia y conocimiento entre los sectores de la sociedad sobre la importancia del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, las normas internacionales sobre libertad de expresión, la jurisprudencia comparada de la materia y la importancia de la libertad de expresión en el contexto y desarrollo de una sociedad democrática. Este tipo de actividades continuarán en el futuro, orientadas, entre otros, al tema objeto de este informe. Un ejemplo lo constituye la participación de la Relatoría en la reunión preparatoria del seminario internacional sobre acceso a la información que se llevó a cabo bajo la organización del Consejo de la Prensa Peruana y el British Council. Esta reunión preparatoria se efectuó en la ciudad de Lima, Perú, entre el 14 y 15 de agosto; el seminario internacional está previsto para el mes de noviembre de 2003.

 

 

4.- Propuestas

 

En la nota cursada al Secretario Ejecutivo de la CIDH, el Consejo Permanente solicitó que la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión presente un documento conteniendo propuestas para el mejor cumplimiento del mandato otorgado en el párrafo operativo 5 de la resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03).

 

Teniendo en cuenta los aspectos teóricos y las actividades expuestas en los puntos anteriores, la Relatoría respetuosamente sugiere al Consejo Permanente lo siguiente:

 

4.i.- Actividades de promoción y difusión del acceso a la información pública

 

La Relatoría considera que resulta importante que se continúe con la promoción acerca de la importancia del acceso a la información pública en las sociedades democráticas. En consecuencia con ello, el Consejo Permanente podría realizar una sesión especial invitando a expertos del hemisferio para debatir cuestiones que tengan que ver con la efectiva implementación del acceso a la información pública. Entre otros temas podrían abordarse:

a) Diferentes posibilidades de técnicas legislativas para hacer efectivo el acceso a la información pública (leyes especiales, leyes complementarias, etc.)

b) Elementos tecnológicos que ayudan al acceso a la información pública (páginas abiertas en internet, bases de datos accesibles en forma remota, archivos electrónicos de fácil acceso, etc.)

c) Reglamentación de las leyes de acceso a la información pública.

d) Casos excepcionales de limitación al acceso a la información pública.

 

Además, el Consejo puede promover la realización de eventos en los distintos países que tengan como objeto generar un espacio de intercambio de ideas y experiencias entre especialistas académicos, integrantes de organizaciones de la sociedad civil, periodistas, legisladores, y miembros de otras instituciones tanto públicas como privadas con experiencia en la sanción, implementación o interpretación de las normas legales que en cada país de la región contemplan el derecho de acceso a la información.

 

La Relatoría puede aportar, a solicitud del Consejo, nombres de expertos o instituciones que podrían debatir los temas señalados.

 

Por otro lado, el acceso a la información pública constituye una herramienta que sirve para el aumento de la transparencia de las actividades del Estado; es por ello que la sociedad civil debe conocer su existencia, su importancia y sus posibilidades de utilización. En consecuencia, el Consejo Permanente podría promover la realización o realizar un foro abierto a distintas organizaciones no gubernamentales donde distintos usuarios de adentro y fuera del hemisferio expongan casos prácticos en los que han utilizado leyes de acceso a la información pública.

 

Finalmente, es importante también tener en cuenta que las leyes que regulan el acceso a la información pública generarán nuevas prácticas en las funciones públicas para lo cual los funcionarios públicos deben estar capacitados. En consecuencia, el Consejo Permanente podría promover la realización de cursos de capacitación a funcionarios encargados de aplicar las leyes y reglamentos que permiten el acceso a la información pública. En los países donde las leyes o reglamentos estén en curso de ejecución, la capacitación anticipada, tendente a crear conciencia dentro de los funcionarios públicos, resultaría beneficiosa al momento de sancionarse las normas.

4.ii.- Actividades de seguimiento de los esfuerzos de los Estados en la implementación del acceso a la información pública
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La resolución AG/RES. 1932 (XXXIII-O/03) reiteró que los Estados tienen la obligación de respetar y hacer respetar el acceso a la información pública y promover la adopción de disposiciones legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva; en virtud de ello la Relatoría propone al Consejo Permanente que se establezca un mecanismo de seguimiento para el cumplimiento de estas obligaciones. 

En opinión de la Relatoría, el Consejo Permanente podría convocar a una reunión de expertos a fin de escuchar opiniones sobre la construcción de indicadores que sirvan para monitorear el acceso a la información pública. 

 

Estos indicadores podrían servir, una vez diseñados, como parámetros para los Estados miembros en cuanto a la situación en que se encuentran sobre el acceso a la información pública. En este sentido, sería importante contar con los aportes que se vienen realizando en relación al seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en lo que se refiere específicamente a los temas de transparencia.

Finalmente, el Consejo permanente podría exhortar a los Estados miembros a que remitan la información solicitada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión a efectos del estudio que se encuentra en ejecución.
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� Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:


a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o


b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.


5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-5/85, Colegiación Obligatoria de Periodistas (Artículos 13 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), 13 de noviembre de 1985, Ser. A, No 5 [en adelante Opinión Consultiva OC-5/85], para. 69.


� World Bank World Development Report 2002, "Building Institutions for Markets," página 189.


� Informe Anual 2002 del Relator Especial para la Libertad de Expresión, Capítulo IV, Sección C: Acceso a la información pública como el ejercicio de la libertad de expresión de los pobres. 


� Para una descripción más detallada de esta distinción conceptual, ver, entre otros, Roberto Garretón M., " La Sociedad Civil como Agente de Promoción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales," en Estudios Básicos de Derechos Humanos V (San José, Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 1996).


� Cranton, Maurice. "Human Rights, Real and Supposed," in D.D. Raphael, ed. Political Theory and the Rights of Man. Reprinted in Patrick Hayden, ed. The Philosophy of Human Rights. St. Paul, MN: Paragon House, 2001, 169-170. 


� Resolución de la IX Conferencia Internacional Americana que adopta la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.  La Convención Americana sobre Derechos Humanos reitera esta idea en su Preámbulo.


� Énfasis agregado. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de Julio de 1988. párrafo. 166.


� Ver, por ejemplo, Shabalala v. Attorney-General of the Transvaal (África del Sur); Guerra and Others v. Italy (Corte Europea de Derechos Humanos); Jane Doe v. Board of Commissioners of Police for the Municipality of Toronto (Canada). Saras Jagwanth, "The Right to Information as a Leverage Right" en Calland & Tilley, eds., The Right to Know, The Right to Live, Open Democracy Advice Center, 2002; en el Sistema de Naciones Unidas, la interdependencia del libre acceso a la información con los otros derechos fue puesto de manifiesto en 1946, cuando la Asamblea General adoptó la resolución 59(I) que afirmó que: "el derecho a la información es un derecho humanos fundamental y … la piedra angular de todas las libertades a las que las Naciones Unidas están consagradas." 


� Gaskin v. United Kingdom, 7 de Julio de 1989; Guerra and Ors v. Italy, 19 de febrero de 1998. 


� Ver Toby Mendel, "Freedom of Information as an Internationally Protected Human Right." Article 19, 2000, page 3 y disponible en http://www.article19.org.


� Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, artículo 31.2.


� Uno de esos instrumentos está incluido en el artículo 32 de la Convención de Viena que permite la interpretación de los “trabajos preparatorios del tratado” en ciertos casos. Sin embargo, el trabajo preparatorio de la Convención Americana deja en claro que “el debate se dirigió a los aspectos de precisión técnica más que a la sustancia” (Informe del Relator de la Comisión I, Doc. 60 19 Nov. 1969, página 7). De hecho, ninguno de los Estados miembros comentaron sobre los términos empleados por lo que se convertiría en el artículo 13.1 y fue aceptado en la forma en que fue incluido en el Proyecto de Convención. No existe documentación referente a la interpretación del término “buscar”.


� Opinión Consultiva OC-5/85, párrafo 30. 


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Anual 1998 . Capítulo  7, acápite  20 párrafo 1.


� Ver, por ejemplo,  Article XIX, The Public's Right to Know: Principles on Access to Information Legislation (June 1999), disponible en http:www.article19.org/docimages/1113.htm [en adelante Principios sobre Libertad de Información], Principle 1. Article XIX es una organización no gubernamental de alcance mundial dedicada a promover la libertad de expresión y el acceso a la información oficial. Sus Principios sobre Libertad de Información han sido empleados ampliamente por organismos internacionales y no gubernamentales. Ver el Informe Anual de la CIDH 1999, Vol. III, Informe de la Oficina del Relator Especial de Libertad de Expresión, OEA/Ser.L/V/II.111, Doc. 3 rev., Vol. III, a 88; Comisión de Derechos Humanos, de las Naciones Unidas, Resolución 2001/47, 57th Sess. Supp. No. 3, a 209, E/CN.4/RES/2001/47 (2001), preámbulo. 


� Ver Toby Mendel, "Freedom of Information as an Internationally Protected Human Right." Article 19, 2000, pag. 1 y disponible en http://article19.org.


� Principios sobre Libertad de Información, Principio 3.


� Idem, Principio 7.


� Idem, Principio 2.


� Idem. Principio 1. Ver también, Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre Libertad de Opinión y Expresión de 1999. UN Doc. E/CN.4/1999/64, para. 12.


� Principios sobre Libertad de Información, Principio 6.


� Kate Doyle, "Freedom of Information in Mexico," 2 May 2002, disponible en � HYPERLINK "http://www.gwu.edu/~nsarchiv/" �http://www.gwu.edu/~nsarchiv/� NSAEBB/NSAEBB68/index3.html.


� Principios sobre Libertad de Información, Principio 5.


� Idem.


� Artículo 13.2, Convención Americana sobre Derechos Humanos.


� Ver “The Johannesburg Principles on National Security, Freedom of Expression and Access to Information” (November 1996), disponible en http://www.article19.org/docimages/511.htm, [en adelante Principios de Johanesburgo], Principio 1(d). 


� Principios sobre Libertad de Información, Principio 4. 


� Ver informe en OEA/Ser.G CP/CAJP-1972/02, 19 septiembre 2002 Original: español.


� Véase Tercera Cumbre de las Américas, Declaración y Plan de Acción.  Quebec, Canadá, 20-22 de abril de 2001.


� Véase Convención Interamericana Contra la Corrupción del Sistema Interamericano de Información Jurídica, OEA.


� OEA, Ley Modelo de Acceso a Información Administrativa para la Prevención de la Corrupción.  Taller Técnico Regional:  Guatemala, Noviembre 2000.


� En algunas ocasiones la Relatoría se manifestó mediante comunicados de prensa relacionados con cambios legislativos vinculados al acceso a la información. En tal sentido, ver: http://www.cidh.org/Relatoria/Spanish/ComPren2002/ComPren5602.htm


También la Relatoría en los respectivos capítulos de evaluación de la libertad de expresión del hemisferio incluidos en los Informes Anuales, ha hecho referencia tanto a situaciones de índole legislativo, como jurisprudencial (ver en http://www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InfAnuales.htm). Finalmente, también se ha destacado el tema en los informes especiales sobre la situación de la libertad de expresión en diversos países. (ver en http://www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InfPaises.htm ).


� ver en   www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InformeAnual/InfAnRel99/AnexoVI.htm


� ver en  www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InformeAnual/InfAnRel01/CapIII2001.htm#1


� ver en www.cidh.org/ Terrorism/Span/k.htm# E.%20%20%20%20  %20%20%20%20%20%20%20%20 Derecho%20a%20la%20libertad%20de%20expresión


� ver en www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InformeAnual/InfAnRel02/CapIV2002.htm#4 


� ver en www.consejoprensaperuana.org.pe/htmls/principios_lima.html 


� Ver en  www.cidh.org/Relatoria/Spanish/InformeAnual/InfAnRel01/CapIII2001.htm#1


� Al remitir el cuestionario, se aclaró que “El concepto de "acceso a información" muchas veces se confunde con el concepto de "hábeas data." Como explicamos en el Informe Anual de 2001, la Relatoría para la Libertad de Expresión entiende que "acceso a información" refiere a la información en el poder del Estado que debe ser pública. Una acción de hábeas data tiene que ver con el derecho de toda persona a acceder a información sobre sí misma y a modificar, anular o rectificar esta información cuando sea necesario. Este cuestionario sólo pide información sobre acceso a información pública.”  Las preguntas formuladas fueron: 


¿Existen disposiciones de carácter constitucional que reconozcan el libre acceso a la información que se encuentra en poder del Estado? Adjuntar el texto de las normas pertinentes.


¿Existen disposiciones legales y/o reglamentarias que reconozcan y protejan el libre acceso a la información? Adjuntar el texto de los cuerpos legales o reglamentarios antes indicados.


¿Existen disposiciones legales y/o reglamentarias que limiten, restrinjan, o definan excepciones al libre acceso a la información? Adjuntar el texto.


¿Existen proyectos de ley que reconozcan y protejan el libre acceso a la información? ¿En qué nivel de desarrollo se encuentra el debate sobre el particular? Adjuntar el texto del proyecto.


¿Existen proyectos de ley que limiten, restrinjan, o definan excepciones al libre acceso a la información? ¿En qué nivel de desarrollo se encuentra el debate sobre el particular? Adjuntar el texto.


¿Existe jurisprudencia en los tribunales de justicia que conceda acceso a la información? Adjuntar una copia de las decisiones que considera destacables. 


¿Existe jurisprudencia en los tribunales de justicia que niegue acceso a la información? Adjuntar una copia de las decisiones que considera destacables.


¿Existen campañas públicas para educar a la sociedad civil y a los funcionarios públicos sobre el derecho de acceso a la información? ¿Cuáles y en qué consisten?


¿Existe un sistema de registro de solicitudes de información pública? En caso afirmativo, describir el sistema y proveer la siguiente información: 


¿Cuántas solicitudes de información recibió el Estado en los últimos dos años? En caso de ser posible, discrimine el total de solicitudes dirigidas a cada ente Estatal.


¿En cuántos casos en los últimos dos años se han negado solicitudes de información totalmente? ¿Parcialmente? En caso de ser posible, proveer las causas para dichas negativas.


¿Existen normas locales (provinciales, municipales, departamentales, etc.) sobre derecho a la información? Adjuntar el texto de las normas.


� Ver comunicado de prensa en www.cidh.org/Relatoria/Spanish/Compren2003/ComPren7803.htm .


� En términos generales la Comisión señaló que los deberes y mandatos de la Relatoría deberían comprender entre otros:  l. Preparar un informe anual sobre la situación de la libertad de expresión en las Américas y presentarlo a la Comisión para su consideración e inclusión en el Informe Anual de la CIDH a la Asamblea General de la OEA.  2. Preparar informes temáticos. 3. Recopilar la información necesaria para la elaboración de los informes.  4. 0rganizar actividades de promoción encomendadas por la Comisión, incluyendo pero no limitándose a presentar documentos en conferencias y seminarios pertinentes, instruir a funcionarios, profesionales y estudiantes sobre el trabajo de la Comisión en este ámbito, y preparar otros materiales de promoción.  5. Informar inmediatamente a la Comisión de situaciones urgentes que merecen que la Comisión solicite la adopción de medidas cautelares o de medidas provisionales que la Comisión pueda solicitar a la Corte Interamericana para evitar daños graves e irreparables a los derechos humanos. 6. Proporcionar información a la Comisión sobre el procesamiento de casos individuales relacionados con la libertad de expresión. 


También es pertinente remarcar que el Relator Especial realiza solo o acompaña a la Comisión en sus visitas in loco a los países de la región. Durante ellas, la Relatoría recaba información y se interioriza sobre los principales problemas relacionados con el ejercicio de la libertad de expresión. Esta actividad también resulta fundamental para las tareas de la Relatoría. 


� El citado párrafo dispone “…encomendar al Consejo Permanente que promueva la realización de seminarios y foros conducentes a promover, difundir, e intercambiar experiencias y conocimientos relativos al acceso a la información pública con el fin de contribuir con los esfuerzos de los Estados Miembros en su plena implementación”.


� Ver nota 40.
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